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Accionante: 

GEOVANNY OSPINA CARDONA CASTAÑO
Accionado:
 Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para los Desmovilizados de la ciudad de Bogotá
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
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PETICIÓN / NO TUTELA / PERMISO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS /  BUSCA DECISIÓN JUDICIAL / EXHORTO JUZGAD 2EPMS - De conformidad con el material recaudado, de donde se desprende que al señor GOCC  le aparece vigente una medida de aseguramiento del 14/02/2014, dentro del proceso No.32195,  expedida por la Fiscalía 4ª Especializada de Bogotá, tal como lo confirmó el Jefe Seccional de Investigación Criminal de la Policía Nacional (Fl. 38) y que la petición  elevada a la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados no ha sido respondida al Juzgado  2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, esta  esta Sala concluye que el juez ejecutor vinculado a este trámite no cuenta con los elementos probatorios que le permitan determinar que tal medida de aseguramiento es la misma que en su momento se impuso al señor GOCC dentro de la investigación que culminó con la condena bajo el radicado No.32186 que hoy se encuentra pagando por el delito de concierto para delinquir agravado.

De todos modos, esta Sala infiere que la apoderada judicial del accionante no debió invocar la protección del derecho de petición, por cuanto no fue ella ni el señor GOCC quienes elevaron la solicitudes de aclaración de antecedentes a la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados, sino el derecho fundamental al debido proceso de su representado, ya que el requerimiento tendiente a que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad otorgue al actor el beneficio del permiso administrativo de las 72 horas no ha sido resuelto de fondo.
(…)

De acuerdo con lo subrayado, la Sala estima que las solicitudes de la abogada del accionante buscan una decisión judicial en el marco de un proceso que cursa en fase de ejecución de la sentencia, donde no pueden aplicarse las reglas que rigen el derecho de petición sino las que corresponden al proceso judicial y en el que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad debe pronunciarse frente a la concesión o no el beneficio del permiso administrativo de las 72 horas al señor GOCC, escenario idóneo en el que la apoderada judicial del accionante podrá interponer los recursos ordinarios de defensa dentro de la actuación que actualmente cursa ante el juzgado ejecutor mencionado. Por lo tanto, esta Colegiatura no encuentra fundamento alguno para amparar el derecho fundamental de petición invocado por el accionante por intermedio de su defensora.

No obstante lo anterior, como la decisión del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad depende de la gestión de un tercero, la Fiscalía 4ª Especializada o quien ahora haga sus veces, se exhortará  al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que oficie a todas las autoridades pertinentes con el fin de esclarecer si la medida de aseguramiento que pesa sobre el señor GOCC dentro del radicado
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro,  apoderada  judicial del señor Geovanny Zapata Castaño en contra de la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para los Desmovilizados de la ciudad de Bogotá por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Señaló la apoderada del señor Geovanny Ospina Cardona que el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Puerto Asís, Putumayo, condenó a su representado a la pena principal de 3 años 7 meses de prisión por el delito de concierto para delinquir agravado.  

El 15 de febrero de 2018 la oficina jurídica del establecimiento carcelario “la 40” de esta ciudad radicó ante el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital una solicitud de permiso administrativo de hasta 72 horas a nombre del señor Ospina Cardona, pero dentro de los certificados de antecedentes expedidos por la SIJIN se halló que el accionante tiene una medida de aseguramiento pendiente por el delito de concierto para delinquir agravado.  
Por lo anterior, la abogada del actor presentó ante el juzgado que vigila la pena una petición tendiente a que se aclarara dicha anotación ya que registra el mismo número de radicación y hechos por los cuales se encuentra  condenado el señor Ospina Cardona y en tal virtud, solicitó que continuara con el estudio del beneficio aludido.  Al respecto, el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad solicitó el 7 de marzo de 2018 a la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para los Desmovilizados de la ciudad de Bogotá que explicara tal situación, sin que a la fecha hubiera recibido respuesta alguna, por lo que consideró vulnerado el derecho fundamental de petición.
Solicitó que se ordenara a la Fiscalía Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para los Desmovilizados de la ciudad de Bogotá o a quien corresponda, resuelva en el término de las 48 horas la petición presentada el 7 de marzo de 2018  por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Fls. 1-3). 
Allegó las copias de los documentos que sustentan las pretensiones del actor (Fls. 4-24).

2.2. Mediante auto del 5 de abril de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para los Desmovilizados de la ciudad de Bogotá y se vinculó al trámite al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, al Juzgado Penal del Circuito Especializado de Puerto Asís, Putumayo y a la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol DIJIN de Bogotá, a las que se les concedió un término de dos días para que se pronunciaran al respecto. (Fl. 27).
2.3. Mediante auto del 16 de abril de 2018, se ordenó vincular al presente trámite a la Fiscalía 104 Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados de Bogotá (Fl. 41).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. DIRECCION DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL SECCIONAL PEREIRA
Consideró que esa Dirección no ha vulnerado el derecho de petición al accionante.

Confirmó que el establecimiento carcelario de Pereira mediante el oficio No.031 del 11 de enero de 2018 solicitó certificación de antecedentes judiciales del accionante para verificar la viabilidad del permiso de hasta 72 horas, lo cual fue resuelto a través del oficio No.S-2018-0021810/SUBINGRIAC del 22 de febrero de 2018 con fundamento en la información depositada en el Sistema Operativo Nacional de Antecedentes Judiciales SIOPER 2.0, basada en las providencias judiciales allegadas por los diferentes despachos o por la FGN para ser incluidas en el sistema.

Indicó el procedimiento para incluir, actualizar, corregir o cancelar providencias judiciales u órdenes administrativas en el sistema Operativo de la Policía Judicial comunicadas por autoridad competente.

Relacionó las información sistematizada de antecedentes penales y/o anotaciones, así como órdenes de captura de la Dirección de investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN) SIOPER.

Solicitó que se declare improcedente la acción de tutela en contra de esa Dirección (Fls.  35-38).

3.2. JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE PUERTO ASÍS, PUTUMAYO

Informó que revisado el libro índice alfabético de procesados, al señor Ospina Cardona le figura el radicado interno No.201-00161-00 por el delito de concierto para delinquir agravado, mismo que llegara de la Fiscalía 104 Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados de Bogotá bajo el sumario 32186, asunto dentro del cual ya se profirió sentencia condenatoria el 30 de septiembre de 2016 y que fue remitido para la vigilancia de la pena impuesta con el oficio No.4703-14-161 del 5 de diciembre de 2016 a los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira para su reparto.
Con relación al trámite de permiso de 72 horas y del derecho de petición aludidos en la demanda de tutela, consideró que ese despacho no tiene injerencia alguna  y en consecuencia, no se ha vulnerado derecho fundamental alguno, por lo que solicitó que se desvincule a ese Despacho de la presente acción (Fl. 39).
3.3. COORDINACIÓN DE TUTELAS DEL INPEC

Consideró que esa institución no es la encargada de solucionar las inquietudes planteadas por el accionante.  Por lo tanto, solicitó que se declare la falta de legitimidad en la causa por pasiva en atención a que al accionante no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno (Fl. 40).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar los requerimientos de la apoderada judicial del señor Geovanny Ospina Cardona son susceptibles de ser reclamados en virtud del derecho de petición, tal como lo indica en el acápite de pretensiones del escrito introductorio de la demanda o por el contrario, a través del derecho de postulación ante el funcionario  que actualmente tiene a cargo la vigilancia del proceso por el cual fue condenado por el delito concierto para delinquir agravado.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Con respecto al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte Constitucional cuando en la Sentencia T-192 de 07, señaló lo siguiente:

“(…) En lo que respecta al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte precisó
 que si bien es cierto el derecho de petición puede ejercerse ante los jueces y en consecuencia éstos se hallan obligados a tramitar y responder las solicitudes que se les presenten, en los términos que la ley señale y que, de no hacerlo desconocen esta garantía fundamental, también lo es que “el juez o magistrado que conduce un proceso judicial está sometido -como también las partes y los intervinientes- a las reglas del mismo, fijadas por la ley, lo que significa que las disposiciones legales contempladas para las actuaciones administrativas no son necesariamente las mismas que debe observar el juez cuando le son presentadas peticiones relativas a puntos que habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con arreglo a las normas propias de cada juicio (artículo 29 C.P.).”

“debe distinguirse con claridad entre aquellos actos de carácter estrictamente judicial y los administrativos que pueda tener a su cargo el juez. Respecto de estos últimos son aplicables las normas que rigen la actividad de la administración pública, es decir, en la materia bajo análisis, las establecidas en el Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984).”

Sin embargo, dijo la Corte “las actuaciones del juez dentro del proceso están gobernadas por la normatividad correspondiente, por lo cual las solicitudes que presenten las partes y los intervinientes dentro de aquél en asuntos relacionados con la litis tienen un trámite en el que prevalecen las reglas del proceso.”
 Así, la solicitud de pruebas, acumulación de procesos, de denuncia del pleito, etc., se deben tramitar conforme a las reglas señaladas por los respectivos ordenamientos procesales.”

4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine, pretende la apoderada judicial del señor Geovanny Ospina Cardona que se ampare a su representado el derecho fundamental de petición en el entendido de que se ordene a la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional para desmovilizados que responda la petición elevada el 7 de marzo de 2018.

4.6.2. Frente a las peticiones presentadas por los ciudadanos, es deber de  las autoridades de responderlas dentro del plazo establecido por la ley, resolviendo de fondo y claramente lo pedido, tal como lo indicó el legislador (ley 1755 de 2011) y la jurisprudencia. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-329 de 2011 indicó que la violación del derecho de petición puede dar lugar a la incoación de una acción de tutela para lo cual se exigen los dos extremos fácticos siguientes que han de cumplirse con rigor, así:
“Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada. 
 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición.” (Subrayas nuestras).
4.6.3. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, esta Sala observa las siguientes actuaciones:

· El Director del centro carcelario de Pereira envió con el oficio 616-EPMSCPEI-AJUR-DR-2018330006534 del 2 de febrero de 2018 al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira la solicitud del permiso administrativo de las 72 horas elevado por el señor Geovanny Ospina Cardona (Fls. 5 y 6), para lo cual anexó los documentos pertinentes, de donde se desprende la información sistematizada de antecedentes penales y/o anotaciones de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional, en la que aparece una medida de aseguramiento vigente emitida por de la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional para Desmovilizados bajo el radicado  No.32195 (folio 16 vuelto).
· Mediante auto del 21 de febrero de 2018, el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dispuso, que previo a resolver la aprobación del beneficio administrativo de las 72 horas elevada por el sentenciado Geovanny Ospina Cardona y teniendo en cuenta el certificado de antecedentes donde es requerido por la Fiscalía 4ª Especializada para Desmovilizados de Bogotá, se dispuso que por el Centro de Servicios Administrativos oficiara a la citada Fiscalía, solicitándole que informe sobre el estado del proceso seguido en contra del señor Ospina Cardona (Fl. 19).

· La Auxiliar Judicial en Sistemas del Centro de Servicios Administrativos emitió el oficio No.JEPMS842 del 23 de febrero de 2018 dirigido a la Fiscalía 4ª Especializada para Desmovilizados de Bogotá, en el que se indicó: “comedidamente me permito allegarle auto de fecha 21-02-2018, en el proceso de la referencia del condenado GEOVANY OSPINA CARDONA, con el fin de que se efectúe lo allí ordenado” (Fl. 20).

· La abogada del actor presentó el ante el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, una petición sin fecha de recibido legible, tendiente a que dentro del proceso radicado al No.35138 se aclare el antecedente que registra el señor Ospina Cardona y que está relacionado con la medida de aseguramiento dentro del proceso radicado al No.32195 por órdenes de la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional para Desmovilizados, considerando que: “Si se puede observar a folio 41 del primer cuaderno del expediente se puede constatar de que (sic) se trata del mismo proceso por el cual se encuentra privado de la libertad el señor OSPINA CARDONA y sobre el cual se está solicitando el permiso de las 72 horas, por lo que pudo suceder que cuando se privó de la libertad al procesado no se cumplió con el procedimiento administrativo de cancelar la respectiva orden de captura o tal vez debido a que la misma está desde el 2014 y se trata de hechos del año 2005, pudo existir algún vacío, por lo tanto, el condenando no tiene más procesos pendientes, ni órdenes de  captura vigentes” (Fls. 21 y 22).  
· Mediante auto 6 de marzo de 2018, el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad señaló “… persiste en esta sede la duda que genera el hecho de que en las diferentes actuaciones que figuran se relacionan dos radicaciones la No.32816, que no solo aparece en la carátula del expediente, sino que también condicha partida se relacionó por parte de la Jefatura de la Fiscalía para desmovilizados en su relación para asignárselo a la Fiscala Cuarta Delegada adscrita a dicha Dependencia, lista en la que además se relaciona la partida 32195 (Fl. 35 Cdno.1) y aunque en buena parte de la actuación se relaciona como radicado de la misma la precitada partida, en la sentencia vuelve y aparece la número 32186 (Fl. 305 Cdno.1), disparidad que estima necesario el Despacho dilucidar, a efectos de concretar si se está frente a un error y en realidad es la misma actuación, o si por el contrario, se trata de dos actuaciones contra la misma persona y se han trocado las piezas procesales.  Así las cosas, se solicitará a la Fiscalía Cuarta Especializada para Desmovilizados y al Juzgado Penal del Circuito de Puerto Asís, aclaren a esta instancia la dualidad de radicaciones referenciadas.  Esclarecida la duda en mención, se resolverá como corresponde la solicitud de aprobación el beneficio administrativo de 72 horas, elevada a favor del sentenciado (Fl. 93 Cdno.2)” (Fl. 23).  
· La Auxiliar Judicial en Sistemas del Centro de Servicios Administrativos emitió el oficio No.JEPMS1166 del 12 de marzo de 2018 dirigido a la Fiscalía 4ª Especializada para Desmovilizados de Bogotá, en el que se indicó: “comedidamente me permito allegarle auto de fecha 06-03-2018, en el proceso de la referencia del condenado GEOVANY OSPINA CARDONA, con el fin de que se efectúe lo allí ordenado” (Fl. 24).

4.6.4. Ahora bien, como el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Puerto Asís, Putumayo, informó en su respuesta a la demanda de tutela que al señor Ospina Cardona le figura el radicado interno No.201-00161-00 por el delito de concierto para delinquir agravado, procedente de la Fiscalía 104 Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados de Bogotá bajo el sumario 32186, asunto dentro del cual se profirió sentencia condenatoria el 30 de septiembre de 2016 y que fue remitido para la vigilancia de la pena impuesta con el oficio No.4703-14-161 del 5 de diciembre de 2016 a los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira para su reparto (Fl. 39), la Auxiliar de Magistrado se comunicó telefónicamente con Juzgado Penal del Circuito Especializado de Puerto Asís, Putumayo, donde el señor Federman Atahualpa Patiño, citador, le informó que la investigación que se llevó en contra del señor Ospina Cardona fue adelantada por la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados de Bogotá, fue posteriormente conocida por la Fiscalía 104 Especializada de la Unidad referida, la que pasó a la Fiscalía 106 Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados ubicada en Santa Marta, Magdalena, de la cual se obtuvo el número celular.  Por lo tanto, la misma empleada llamó a la doctora Griselda Calderón, Fiscal 106 Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados de Santa Marta, quien señaló que el proceso en contra del señor Ospina Cardona se llevó en vigencia de la ley 600 de 2000, por lo que el expediente pertinente lo tiene el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Puerto Asís, Putumayo. De conformidad la constancia que antecede, se procedió a vincular al presente trámite a la Delegada de la Fiscalía 106 Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados de Santa Marta, Magdalena (Fl. 41), quien no se pronunció frente a los hechos de la demanda de tutela.

4.6.5.  De conformidad con el material recaudado, de donde se desprende que al señor Ospina Cardona  le aparece vigente una medida de aseguramiento del 14/02/2014, dentro del proceso No.32195,  expedida por la Fiscalía 4ª Especializada de Bogotá, tal como lo confirmó el Jefe Seccional de Investigación Criminal de la Policía Nacional (Fl. 38) y que la petición  elevada a la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados no ha sido respondida al Juzgado  2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, esta  esta Sala concluye que el juez ejecutor vinculado a este trámite no cuenta con los elementos probatorios que le permitan determinar que tal medida de aseguramiento es la misma que en su momento se impuso al señor Ospina Cardona dentro de la investigación que culminó con la condena bajo el radicado No.32186 que hoy se encuentra pagando por el delito de concierto para delinquir agravado.
4.6.6. De todos modos, esta Sala infiere que la apoderada judicial del accionante no debió invocar la protección del derecho de petición, por cuanto no fue ella ni el señor Ospina Cardona quienes elevaron la solicitudes de aclaración de antecedentes a la Fiscalía 4ª Especializada de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados, sino el derecho fundamental al debido proceso de su representado, ya que el requerimiento tendiente a que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad otorgue al actor el beneficio del permiso administrativo de las 72 horas no ha sido resuelto de fondo.

4.6.7. El derecho de petición frente a las autoridades judiciales, la Corte en sentencia T-215A del 2011
 manifestó: 
“Ahora bien, en lo que respecta al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte ha precisado sus alcances al manifestar que si bien es cierto que el derecho de petición puede ejercerse ante los jueces y en consecuencia éstos se encuentran en la obligación de tramitar y responder las solicitudes que se les presenten, también lo es que “el juez o magistrado que conduce un proceso judicial está sometido -como también las partes y los intervinientes- a las reglas del mismo, fijadas por la ley, lo que significa que las disposiciones legales contempladas para las actuaciones administrativas no son necesariamente las mismas que debe observar el juez cuando le son presentadas peticiones relativas a puntos que habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con arreglo a las normas propias de cada juicio (artículo 29 C.P.).” 

En este sentido, la Corte señaló que debe hacerse una distinción entre los actos de carácter jurisdiccional y los administrativos, para lo que expresó: “debe distinguirse con claridad entre aquellos actos de carácter estrictamente judicial y los administrativos que pueda tener a su cargo el juez. Respecto de estos últimos son aplicables las normas que rigen la actividad de la administración pública, es decir, en la materia bajo análisis, las establecidas en el Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984).”

En ese orden de ideas, la Corporación ha establecido que el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso y del derecho al acceso de la administración de justicia, en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).”  (Subrayas propias)
De acuerdo con lo subrayado, la Sala estima que las solicitudes de la abogada del accionante buscan una decisión judicial en el marco de un proceso que cursa en fase de ejecución de la sentencia, donde no pueden aplicarse las reglas que rigen el derecho de petición sino las que corresponden al proceso judicial y en el que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad debe pronunciarse frente a la concesión o no el beneficio del permiso administrativo de las 72 horas al señor Geovanny Ospina Cardona, escenario idóneo en el que la apoderada judicial del accionante podrá interponer los recursos ordinarios de defensa dentro de la actuación que actualmente cursa ante el juzgado ejecutor mencionado. Por lo tanto, esta Colegiatura no encuentra fundamento alguno para amparar el derecho fundamental de petición invocado por el accionante por intermedio de su defensora.
4.6.8.  No obstante lo anterior, como la decisión del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad depende de la gestión de un tercero, la Fiscalía 4ª Especializada o quien ahora haga sus veces, se exhortará  al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que oficie a todas las autoridades pertinentes con el fin de esclarecer si la medida de aseguramiento que pesa sobre el señor Geovanny Ospina Cardona dentro del radicado No.32195 emitida por la Fiscalía 4ª Especializada se encuentra aún vigente. 
DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor  Geovanny Ospina Cardona.

SEGUNDO: EXHORTAR  al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que oficie a todas las autoridades pertinentes con el fin de esclarecer si la medida de aseguramiento que pesa sobre el señor Geovanny Ospina Cardona dentro del radicado No.32195 emitida por la Fiscalía 4ª Especializada, se encuentra aún vigente. 
TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
� Sentencia T-334 de 1995 


� Sentencia T-334 de 1995


� Corte Constitucional, Sentencia T-215A del 28 de marzo de 2011. M.P. Mauricio González Cuervo. 
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